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La Sección Primera del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 25 
de agosto de 2010, ha examinado 
el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada a instancia de D. xxxx1 y Dña. 
xxxx2, y a la vista del mismo y tal 
como corresponde a sus compe-
tencias, emite, por unanimidad, el 
siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
 El día 26 de julio de 2010 tuvo entrada en este Consejo consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por D. 
yyyyy, en nombre y representación de D. xxxx1, debido a los daños sufridos en
su vehículo debido a un accidente por el mal estado de la calzada.  

 

 
 Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 3 de agosto de 
2010, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 857/2010, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo de Castilla y León, aprobado por 
el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por el Sr. Presidente del 
Consejo, correspondió su ponencia al Consejero Sr. Fernández Costales. 
 
 Primero.- El 8 de septiembre de 2009 D. yyyyy, en nombre y 
representación de D. xxxx1, presenta en el registro de la Delegación Territorial 
de la Junta de Castilla y León en xxxxx una reclamación de responsabilidad 
patrimonial debido a los daños sufridos en el vehículo Citroen ZX matrícula 
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xxxx, en un accidente producido cuando circulaba el 24 de enero 2009 por la 
carretera xx1, como consecuencia de la existencia de unas piedras en la 
calzada. 
 

Con el escrito de reclamación adjunta informe estadístico Arena 
elaborado por la Guardia Civil de Tráfico, factura de un taller mecánico por la 
reparación del vehículo y poder notarial para pleitos acreditativo de la 
representación de D. yyyyy. 

 
Previo requerimiento de la Administración se presenta la documentación 

completa del vehículo, en la que figura como propietaria Dña. xxxx2, esposa de 
D. xxxx1. 

 
 Se solicita como indemnización la cantidad de 654,67 euros. 
 

Segundo.- Por Acuerdo de 28 de septiembre de 2009 se nombra 
instructor del procedimiento. 

 
Tercero.- El encargado del parque de maquinaria, en informe fechado 

el 29 de octubre de 2009, considera que los precios de reparación reflejados en 
la factura presentada se ajustan a los existentes en el mercado en dichas 
fechas. 

 
El 3 de noviembre de 2009 el encargado de conservación de la zona 

norte informa: 
 

“a) El Equipo de conservación no tuvo conocimiento de dicho 
accidente hasta la recepción de dicho escrito de reclamación. 

 
»b) El Equipo de conservación no tuvo notificación de ningún 

desprendimiento. 
 
»c) La señalización existente entre el PK 12+200 a PK 13+300 

(Advertencia de Peligro ’Señal P-26 Desprendimiento’ + Prohibición ‘Señal R-
301 Velocidad Máxima 60km/h’) y en las inmediaciones es la correspondiente a 
la regulación de un tráfico normal, no habiendo en esas fechas señalización de 
obra dependiente de la Sección de Conservación y Explotación. 
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»d) El tramo de carretera donde sucedió el accidente no tiene 
deficiencias importantes a destacar por lo que no se comunicó incidencia alguna 
a la UTE correspondiente”. 

 
El 4 de noviembre de 2009 el vigilante de explotación manifiesta no 

conocer los hechos. Adjunta reportaje fotográfico y diversos partes de trabajo. 
 

Cuarto.- La empresa concesionaria del mantenimiento de la vía, 
“qqqqq”, el 4 de noviembre de 2009 informa: 

 
“Una vez revisados los partes de trabajo y de incidencias, en dicho 

día hay registrada una llamada de la Guardia Civil de Tráfico por la que se nos 
avisa de la existencia de desprendimientos de piedras de los taludes adyacentes 
a la calzada, en la carretera xx1 en varios puntos, entre los PK 10+000 al 
19+000, se envía un equipo para la limpieza de los mismos (se adjunta parte 
de incidencias y de operaciones). 

 
»En la fecha del siniestro la vía al margen de esta incidencia se 

encontraba en condiciones normales de vialidad. 
 
»En dicha vía, en la fecha en las que se produjo el accidente, se 

realizaron las labores anteriormente descritas”. 
 
Quinto.- El 23 de noviembre de 2009 un ingeniero del Servicio 

Territorial de Fomento informa:  
 

“(…) Por tratarse de una zona rocosa meteorizada próxima a la 
carretera xx1, se producen con asiduidad chineos de material hacia las cunetas 
de la misma, las cuales son habitualmente retiradas tanto por las brigadas 
dependientes de la Junta de Castilla y León como por la empresa encargada del 
mantenimiento, no obstante y dada la poca capacidad que tienen las cunetas 
existentes, en ocasiones los materiales rebotan en las cunetas y saltan hacia la 
carretera, motivo por el cual en varias zonas de esa carretera existe malla de 
protección de triple torsión para evitar la proyección de material hacia la 
misma. 

 
»Según el informe del equipo de vigilancia y del encargado de 

conservación de la zona norte la señalización permanente existente limita la 
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velocidad a 60 km/h (R-301) y advierte del peligro por desprendimientos (P-26) 
en el P.K. 12+200 en el margen derecho y en el P.K. 13+300 margen izquierdo. 

 
» A la vista de lo anterior, el accidente ocurrido, a juicio del abajo 

firmante, no se considera como consecuencia de un anormal funcionamiento de 
este servicio sino a causas fortuitas”. 

 
Sexto.-Abierto el periodo probatorio, el 23 de diciembre de 2009 la 

parte reclamante presenta un escrito en el que manifiesta que no ha recibido 
indemnización alguna por el referido accidente.  

 
Posteriormente (no consta fecha) presenta un nuevo escrito en el que se 

aclara que el vehículo es un bien ganancial. Se adjunta un poder de sssss, 
Sociedad Anónima Unipersonal de Seguros y Reaseguros, a favor de D. yyyyy. 

 
Séptimo.- Previo requerimiento de la Administración, el 16 de febrero 

de 2010 la parte reclamante presenta copias de sus Documentos Nacionales de 
Identidad, y certificado de seguro del vehículo.  

 
Octavo.- Concedido trámite de audiencia a la parte interesada, no 

consta que se hayan presentado alegaciones. 
 

 Noveno.- El 24 de mayo de 2010 se formula propuesta de resolución en 
estimatoria parcial de la reclamación formulada. 
 
 Décimo.- El 25 de mayo de 2010 la Asesoría Jurídica de la Delegación 
Territorial de xxxxx informa favorablemente la propuesta de resolución 
indicada. 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 

 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
 1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 
expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
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artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla A), apartado g), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 
 
 2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 
artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 
 
 3ª.- La competencia para resolver la presente reclamación corresponde 
al Delegado Territorial de la Junta de Castilla y León en la provincia, en virtud 
de lo establecido en los artículos 142.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
y 4.12 del Decreto 93/1998, de 14 de mayo, por el que se desconcentran 
atribuciones de la Consejería de Fomento en los Delegados Territoriales de la 
Junta de Castilla y León. 

 
Concurren en la parte reclamante los requisitos de capacidad y 

legitimación exigidos por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.  
 
En cuanto a la legitimación de la parte reclamante, aun cuando en el 

permiso de circulación figura su cónyuge, Dña. xxxx2, como titular del vehículo, 
éste tiene la condición de bien ganancial (artículo 1355 del Código Civil). 
Además de ello, al parecer, la factura de reparación ha sido abonada por D. 
xxxx1. 

 
Las circunstancias señaladas permiten afirmar la legitimación de D. 

xxxx1, amparada en el artículo 1.385 del Código Civil, precepto que en su 
párrafo segundo dispone que “Cualquiera de los cónyuges podrá ejercitar la 
defensa de los bienes y derechos comunes por vía de acción o de excepción”.  

 
 La parte interesada ha ejercitado su derecho en tiempo hábil, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.  
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 4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 
en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 
 
 La referencia constitucional a la ley debe entenderse efectuada a los 
artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, a la que 
además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno 
y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 
 

Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada doctrina 
del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 
 
  a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas.  
 
  b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la persona 
que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley. 
 
  c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 
decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o actividad en cuyo ámbito 
se produce el daño. 
 
  d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 
el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 
 
  e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
  f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 
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 5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación de daños 
y perjuicios formulada por D. yyyyy, en nombre y representación de D. xxxx1, 
como consecuencia del accidente producido por la existencia de unas piedras 
en la vía por la que circulaba. 
 
 En cuanto al fondo de la cuestión planteada, estima este Consejo 
Consultivo, al igual que los órganos que han informado a lo largo del 
procedimiento, que sí existe responsabilidad de la Comunidad Autónoma de 
Castilla y León por los daños causados. 
 
 Comprobadas la realidad y certeza del daño patrimonial sufrido por el 
reclamante y la regularidad formal de su petición, la única cuestión planteada 
consiste en establecer si el expresado daño ha sido o no consecuencia del 
funcionamiento normal o anormal del servicio público, requisito indispensable 
para el nacimiento de la responsabilidad patrimonial de la Administración, 
conforme al artículo 139 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
 
 La determinación de la relación de causalidad exige comprobar si, a la 
vista de los datos resultantes del expediente, la actuación del reclamante fue 
adecuada a las normas que regulan la utilización de los vehículos a motor en las 
vías públicas; y si la Administración, por su parte, cumplió con las normas que, 
en relación con la conservación y señalización de la vía, le resultan exigibles, de 
forma que el nexo causal se produjera, directa e inmediatamente, entre el 
funcionamiento del servicio y el daño producido. 
 
 En concreto, según el artículo 57.1 de la Ley sobre Tráfico, Circulación de 
Vehículos a Motor y Seguridad Vial, texto articulado aprobado por Real Decreto 
Legislativo 339/1990, de 2 de marzo, “Corresponde al titular de la vía la 
responsabilidad del mantenimiento de la misma en las mejores condiciones 
posibles de seguridad para la circulación y la instalación y conservación en ella 
de las adecuadas señales y marcas viales. También corresponde al titular de la 
vía la autorización previa para la instalación en ella de otras señales de 
circulación. En caso de emergencia, los Agentes de la autoridad podrán instalar 
señales circunstanciales sin autorización previa”. 
 
 En el caso examinado, el daño se produce como consecuencia de la 
utilización de un servicio público, pues lo ocasiona el defectuoso funcionamiento 
del servicio de carreteras. Una valoración conjunta de las actuaciones obrantes 
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en el expediente y, en especial, las diligencias instruidas por la Guardia Civil, 
permiten apreciar que el evento dañoso fue debido al accidente producido por 
el mal estado de la calzada, como consecuencia de la existencia de piedras de 
grandes dimensiones en ella. 
 
 Como ha señalado reiteradamente el Consejo de Estado en casos 
similares (Dictamen 3.225/2002, entre otros) “la Administración tiene el deber 
de mantener las carreteras abiertas a la circulación pública en condiciones tales 
que la seguridad de quienes las utilicen quede normalmente garantizada. Este 
deber de la Administración establece el nexo causal entre la actuación u 
omisión administrativa y las consecuencias dañosas de los eventos puramente 
fortuitos que signifique quiebra de tales condiciones mínimas de seguridad que 
aquélla está obligada a garantizar”. En semejantes términos se ha pronunciado 
este Consejo Consultivo, entre otros, en los Dictámenes 163/2004, de 15 de 
abril; 195/2005, de 31 de marzo; y 627/2006, 654/2006, 702/2006, 744/2006 y 
813/2006, todos ellos de 31 de agosto. 
 

A pesar de existir una empresa contratada para el mantenimiento de la 
vía, ésta únicamente realiza las labores de limpieza, al parecer no de vigilancia, 
por ello la Administración asume la responsabilidad de los daños producidos, sin 
que sea en este caso de aplicación las consecuencias jurídicas ni la doctrina que 
emanan de la legislación de contratos públicos. 

6ª.- No obstante haberse acreditado los daños y la responsabilidad de 
la Administración, debe advertirse que el vehículo circulaba a una velocidad 
inadecuada. En el informe estadístico Arena al citar las circunstancias del 
accidente se señala en el punto 70 “velocidad: + 60”, cuando una señal R-301 
establece una velocidad máxima de 60 km/h en la zona. 

En este sentido, en los informes del encargado de conservación de la 
zona norte, del vigilante de explotación y del ingeniero de la Sección de 
Conservación y Explotación del Servicio Territorial de Fomento se señala que 
en la vía existen señales P-26 (Peligro por desprendimientos) y R-301 
(Velocidad máxima 60 km/h) en los puntos kilométricos siguientes: 12+200 
margen derecha y 13+300 margen izquierda de la carretera xx1 (el accidente 
se produjo en el p.k. 12+800). 
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 Por tanto, además de la presencia de las piedras desprendidas del 
talud del margen derecho, lo que constituye un defectuoso funcionamiento 
del servicio público de carreteras, en el accidente influye de manera 
relevante una velocidad en la conducción inadecuada para las condiciones 
de la vía, al tratarse de una zona con peligro de desprendimiento.  

 
Por lo tanto, a la luz de los hechos probados y los preceptos aludidos, 

este Consejo Consultivo considera, al igual que la propuesta de resolución, que 
en el presente caso debe responder la Administración de los daños y perjuicios 
ocasionados al reclamante por el accidente de tráfico sufrido, únicamente en un 
50 % al haberse apreciado la existencia de una concurrencia de culpas. 
 
 7ª.- Respecto al importe de la indemnización, se considera procedente 
indemnizar al reclamante, de acuerdo con las consideraciones anteriormente 
señaladas y conforme a la documentación aportada como prueba aceptada por 
la Administración, con la cantidad de 327,34 euros. Ello sin perjuicio de su 
actualización a la fecha en que se ponga fin al procedimiento de 
responsabilidad, de acuerdo con lo previsto en el artículo 141.3 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
 En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 
 
 Procede dictar resolución estimatoria parcial por importe de 327,34 euros 
en el expediente de responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de 
la reclamación presentada por D. yyyyy, en nombre y representación de D. 
xxxx1, debido a los daños sufridos en un accidente por el mal estado de la 
calzada.  
 
 No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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